



[image: cover]








[image: title]




www.megustaleer.com






 


LEY 0036 1939


 


ARTÍCULO 1°. Desde el 1° de enero del año próximo solo el Gobierno Nacional podrá importar drogas que formen hábito pernicioso.


 


ARTÍCULO 2°. Para cumplir lo dispuesto en el artículo anterior, destínase la suma de cincuenta mil pesos ($50.000.oo) que se incluirán en los Presupuestos de las próximas vigencias.


 


El producto que se obtenga de la venta en el país de estas drogas, pagando su costo, se destinará para la represión del tráfico ilícito y asistencia de la toxicomanía.


 


(Ley vigente en Colombia)









A mi hermano Juan Francisco, quien me animó
a escribir este libro que él ya no podrá leer.
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PRÓLOGO



 


EL MITO DE SÍSIFO



 




Los dioses habían ordenado a Sísifo que empujara sin cesar una roca hasta la cima de una montaña desde donde la piedra volvería a caer por su propio peso. Habían pensado con algún fundamento que no había castigo más terrible que el trabajo inútil y sin esperanza.


 


Albert Camus




 


El debate para Colombia sobre la legalización internacional de las drogas no es solo un tema de política criminal. Durante los últimos 40 años, las instituciones, la economía y las bases sociales del país han sido minadas por el avance del narcotráfico, que hoy se puede seguir considerando el mayor factor de perturbación nacional. Este libro comienza por examinar tal impacto desde cuando las drogas aparecieron en la Sierra Nevada de Santa Marta, en el Mar Caribe, en la forma de cultivos campesinos de marihuana con semillas importadas de México, hasta el día de hoy, cuando Colombia es considerado el mayor exportador mundial de cocaína. Hace varias décadas, cuando comenzó, como presidente de la Asociación Nacional de Instituciones Financieras (ANIF) propuse comprar las cosechas caribeñas de marihuana y ofrecer, a cambio, alternativas de sustitución de cultivos que fueran atractivas para los campesinos ilegales. Esta iniciativa fue criticada y desechada, mientras el negocio de la droga dio comienzo a un torbellino de acontecimientos que involucró al país en una pesadilla en la cual los dineros del narcotráfico financiaron distintas formas de violencia, terrorismo y corrupción pública. En el transcurso de este tiempo, miles de vidas de compatriotas inocentes han sido sacrificadas. A medida que las actividades ilegales de producción agrícola de drogas ilícitas y su combate se han concentrado en las regiones más abandonadas por el Estado, la violencia política armada se ha expandido y consolidado, y deja como secuela la destrucción del tejido social, el debilitamiento de las economías regionales y la depredación de nuestra rica biodiversidad.


Una experiencia más reciente, el Plan Colombia, planteó al comienzo un acercamiento social al problema de la lucha contra el narcotráfico, pero acabó convertida en un factor de escalamiento del conflicto que hoy se espera resolver a través de una negociación política entre el gobierno y las FARC. Hay que buscar la explicación de este fenómeno en el peso de su componente militar, su localización en los territorios de la guerra que se libra desde hace 50 años contra la insurgencia armada y su dedicación exclusiva a la destrucción de cultivos ilícitos.


El narcotráfico degradó los valores sociales, fortaleció una poderosa economía subterránea que ha sido fuente de no pocas perturbaciones macroeconómicas e infiltró la política, como sucedió de forma lamentable en la campaña que me llevó a la Presidencia de la República, por la complicidad criminal de los administradores de la campaña con el cartel de Cali. La presencia y la influencia de los dineros ilegales produjeron una concentración insólita de la propiedad agraria que llevó a poner en manos criminales más de siete millones de hectáreas de tierras, suma que multiplica varias veces lo que se había conseguido repartir durante medio siglo a través de tímidos esfuerzos de reforma agraria. La aspersión aérea de cultivos ilícitos en zonas minifundistas en el sur del país diseminó la producción de coca y amapola a lo largo de más de 20 departamentos. Además del costo directo de la violencia producida por el narcotráfico, que algunos estudios han estimado en el 2% del PIB, Colombia está pagando por la presencia y el combate de las drogas ilegales un alto precio institucional que ha alterado el funcionamiento de la democracia, la independencia de los jueces, la libertad de prensa, la supervivencia de la policía y el futuro de millones de jóvenes que están permanentemente amenazados. Si se ponen en una balanza estos costos intangibles y los beneficios recibidos por una lucha sin cuartel en la cual no pocas veces los colombianos nos hemos quedado solos internacionalmente, se entenderá por qué Colombia tiene más autoridad que ningún otro país en el mundo para plantear —como se propone en este libro— la necesidad de encontrar una política alternativa a la prohibición y la represión de las drogas ilegales que han gobernado la respuesta internacional a esta pandemia global durante más de un siglo.


Por fortuna, desde hace un par de décadas el país ha logrado construir una política de Estado contra el narcotráfico que orienta desde entonces la acción de todos los gobiernos, al margen de su filiación política o sus preferencias ideológicas. Medidas como el establecimiento de una red de interdicción marítima y aérea del tráfico de drogas por el territorio colombiano, el restablecimiento de la extradición de nacionales —que había sido inexplicablemente prohibida por la Asamblea Constituyente de 1991 y restablecida durante mi mandato—, la extinción del dominio de los bienes obtenidos con recursos criminales, la profesionalización y la purificación de la Policía Nacional y el aumento de las medidas punitivas contra el crimen organizado en sus distintas modalidades, le han permitido al país enfrentar el formidable desafío contra la gobernabilidad que lanzaron desde finales de los años 80 los poderosos carteles del narcotráfico. Se trata de la misma política que deberían poner en marcha hoy países como México, Guatemala, El Salvador y Honduras, cuando todo parece indicar que el eje gravitacional del tráfico de drogas ilegales se desplaza hacia esta parte del hemisferio. Menos conveniente resulta la idea de acordar una especie de “paz narca”, que en las actuales condiciones sería lo más parecido a una rendición. Y aunque el caso mexicano tiene connotaciones distintas al de Colombia, por la extensión de la frontera azteca con Estados Unidos y la ausencia de actores armados irregulares, la existencia de más de 2.000 cuerpos locales de policía y un intenso tráfico de armas procedente del norte dificulta, tanto en México como en Colombia, la posibilidad de controlar el problema y preservar la vigencia del Estado de derecho.


El caso centroamericano es todavía más preocupante por tratarse de una región aún convaleciente de los recientes enfrentamientos bélicos, sin fuerzas de policía profesionales, con unas economías que apenas se están restableciendo y una fuerte polarización política que se puede convertir en el caldo de cultivo de nuevos enfrentamientos cuando hagan sentir su poder —según se comienza a ver ya— los grupos paramilitares financiados por los capos mexicanos y colombianos de las drogas. En la medida en que se intensifiquen las operaciones antinarcóticos en México, como se está haciendo, es posible prever el incremento de la violencia y la corrupción en Centroamérica. Sin una acción generosa y decidida por parte de la comunidad internacional para poner en marcha una especie de “Plan Marshall” para la defensa integral de la región, es fácil prever el impacto negativo que puede causar un fenómeno como el de esta presencia criminal que desborda claramente las posibilidades institucionales de enfrentarlo y, aun menos, detenerlo.



¿LAS DROGAS SON ILEGALES PORQUE SON MALAS
O SON MALAS PORQUE SON ILEGALES?


Para profundizar en la prohibición internacional de las drogas tenemos que empezar por entender la historia de su prohibición. Adán y Eva no fueron expulsados del paraíso porque les produjo gusto comer la fruta prohibida, sino porque les estaba vedado de manera explícita que la comieran. La raíz del problema de la prohibición está hoy en que las drogas prohibidas no son malas porque hagan daño por sí mismas —que lo hacen—, sino que lo son por ser ilegales, y su “maldad ilegal” tiene que ver cada vez menos con criterios científicos y más con decisiones políticas. Ahí está la raíz del problema. La política prohibicionista internacional se ha convertido en una máquina de satanización de las sustancias incluidas en una lista que se parece cada vez más al viejo índex de libros vetados para su lectura en tiempos de la Inquisición. Los conceptos que antes emitía la Organización Mundial de la Salud para distinguir entre diversas sustancias según sus propiedades intrínsecas han sido reemplazados poco a poco por intereses políticos que determinan cuáles drogas son permisibles y cuáles no. Esta consideración explica por qué algunas sustancias como el alcohol y el tabaco, cuyo impacto sobre la salud es mayor que el de otras drogas prohibidas, como la marihuana, se consideran legítimas.


Desde épocas antiguas la prohibición del consumo social de determinadas sustancias ha sido el resultado de normas sociales que desbordan el campo de las decisiones objetivas resultantes de intereses públicos, como la defensa de la salud pública. Drogas que ayer fueron aceptadas y muy utilizadas, como el opio y sus derivados, más tarde fueron satanizadas por razones políticas. Así sucedió cuando, después de las denominadas Guerras del Opio, a comienzos del siglo XX, Gran Bretaña, que había tenido durante muchos años el monopolio de la producción y la distribución del estupefaciente en Asia, abogó por su prohibición internacional para que Estados Unidos y China no se quedaran con el negocio que ya había perdido. Esta razón explica por qué en el 2012 se cumplieron cien años de existencia de la política prohibicionista de las drogas que aún rige.


En el transcurso del último siglo, mientras la eficacia de sus medidas ha disminuido, la política prohibicionista ha aumentado el número de sustancias restringidas, siguiendo de alguna manera el paso dado cuando la prohibición en Estados Unidos se convirtió en doctrina oficial de las Naciones Unidas. Como ocurrió con la prohibición del alcohol y su posterior permisión, las autoridades internacionales incluyeron en su índex, por solicitud de Estados Unidos, la marihuana, y más tarde la coca, a pesar de que había sido largamente tolerada para consumos masivos como el de la Coca-Cola, cuya fórmula mágica y desconocida incorpora aún el extracto vivificante de la coca andina. La evolución del tratamiento mundial a las drogas, que coincide con el de Estados Unidos, obedece más a razones morales y políticas que a razones legales, siguiendo la tesis de Tocqueville, para quien, en Estados Unidos, “la ley permite todo lo que la religión prohíbe”. La pretensión norteamericana de convertir el consumo mundial de drogas en un “problema moral” busca trasladar a la estrategia represiva internacional el supuesto básico de la política estadounidense según el cual los Estados Unidos de América actúan como guardianes del bien en el mundo, y combaten a todos los demonios que se oponen a esta tarea, lo cual, de paso, también sirve para consolidar algunas posiciones hegemónicas territoriales.


El privilegio de decidir cuáles drogas son malas y cuáles son buenas ha conllevado la facultad de dividir el mundo entre países productores y países consumidores de drogas, y la posibilidad de trasladar a los primeros mayor peso y responsabilidad en la lucha prohibicionista. ¿Qué pasará cuando el mercado de drogas artificiales, producidas hoy en su mayor parte en países consumidores, desborde el de drogas de origen vegetal? Es uno de los grandes enigmas que se ciernen sobre el futuro del prohibicionismo. Cuando la discusión sobre la prohibición se lleva al plano social, surge el debate sobre el derecho que se atribuye el Estado para imponer a la sociedad los límites entre lo moral y lo legal, y la posibilidad que tiene la sociedad de buscar una política alternativa al prohibicionismo que también piense en función de la libertad del individuo y cambie policías y guardias penitenciarios por maestros y médicos.


LA GUERRA PERDIDA CONTRA LAS DROGAS



Cuando Richard Nixon declaró la guerra contra las drogas un “asunto de seguridad nacional” para Estados Unidos, este dejó de ser un problema social y se convirtió en un problema político. La zona andina de América del Sur se convirtió en el principal objetivo geográfico de la lucha antinarcóticos y unos años más tarde se transformó en la lucha antiterrorista, de la misma forma como en los años 50 lo había sido la lucha anticomunista. Desde el momento en que Nixon levantó el hacha de guerra contra la oferta de drogas, la agenda internacional norteamericana para América Latina se concentró combatir el narcotráfico, tarea que incluía la destrucción de cultivos ilícitos y laboratorios clandestinos, la interdicción aérea y marítima de los cargamentos de drogas, la captura y la extradición de narcotraficantes, y la vigilancia del lavado de activos. La reducción de las relaciones bilaterales a estos temas suscitó fuertes tensiones sociales y conflictos políticos, particularmente en los países andinos, que afectaron el curso normal de su desarrollo económico y el funcionamiento de sus sistemas democráticos, y recrearon la vieja imagen hegemónica de Estados Unidos en el hemisferio.


La reciente militarización de la lucha contra las drogas es un buen ejemplo de cómo esta concepción belicista ha deteriorado la institucionalidad de los países andinos. Las operaciones antinarcóticos han diezmado efectivos de los Ejércitos del área, corrompido sus cuadros y desmoralizado sus soldados al involucrarlos en unas operaciones que se rigen por la “ley antinarca”, según la cual todo está permitido en el nombre de la santa cruz de la prohibición. Y aunque la distinción entre países consumidores y países productores no sea tan clara hoy como lo fue antes, ha hecho mucho daño la decisión de “vietnamizar” la zona andina para librar en sus montañas la guerra que se está perdiendo en los centros de consumo.


Un caso que ejemplifica hasta dónde puede llegar la concepción belicista es lo que sucede con los cultivos andinos de coca y amapola. Pese a que estudios muy serios indican que la inversión que se debe hacer en la destrucción de estas cosechas ilícitas es mucho mayor que la que se necesita en la educación del consumo para conseguir el mismo resultado en la reducción de la demanda, desde hace varios años la lucha antidrogas se concentra en la destrucción de vastas extensiones de cultivos ilícitos, con altos costos sociales y ambientales. Los resultados estadísticos, desalentadores, muestran que cuantas veces se ha profundizado en el combate de estos cultivos en una región, por ejemplo el Putumayo colombiano, las siembras se desplazan hacia otras zonas en la misma región, como el Chapare boliviano o el Guayas peruano. En Colombia se ha demostrado que la fumigación aérea de coca y amapola en dos o tres departamentos ha llevado al desplazamiento de los cultivos a otros 20 donde, por su dispersión geográfica o su mimetización en los parques naturales, resultará mucho más difícil y costoso perseguirlos. Este fenómeno refrenda la validez del principio de vasos comunicantes que rige el funcionamiento del mercado de las drogas ilegales: lo que se consigue con la aplicación de una estrategia represiva en un punto de la cadena se pierde con la metástasis del problema en otra parte. Cuando, por ejemplo, se cierra una ruta del narcotráfico o se aumenta la presión contra los consumidores de un tipo de droga, está más que comprobado que, en poco tiempo, aparecen una ruta o un consumo alternativo que mantienen la funcionalidad de la cadena.


Una dinámica parecida se percibe en el funcionamiento de la violencia asociada con el narcotráfico, que funciona como una hidra de varias cabezas de modo que cuando cortan una de ellas, se reproducen otras de mayor tamaño y fortaleza. El empleo de la violencia es la ley que rige el mercado ilegal de las drogas: a través de la violencia se regula su funcionamiento, se decide quién sale y quién se queda en el mercado y con qué parte. El crimen organizado, como ya señalamos, se aprovecha de la guerra contra las drogas para consolidar sus posiciones dominantes y expandir sus utilidades, que están asociadas al nivel de riesgo que producen la prohibición y la respuesta violenta a ella. El poder de las mafias se alimenta y retroalimenta así del entorno disuasivo y represivo que caracteriza la fiscalización internacional. Esta dinámica ayuda a entender la idea cada día más extendida de que en el caso de la lucha contra las drogas ilegales, aunque se ganan muchas batallas, siempre se está perdiendo la guerra.


En países muy afectados por la prohibición internacional, como los andinos, la paradoja de una guerra que se gana y se pierde todos los días recuerda el mito de Sísifo, a quien los dioses condenaron a subir hasta la cima de una montaña una pesada piedra que rodaba cuesta abajo cuando lograba subirla. La condena de los dioses no consistía tanto en el esfuerzo físico del condenado como en el daño moral que le infligía el “castigo terrible del trabajo inútil y sin esperanza”. Durante las últimas décadas de aplicación de las políticas represivas de lucha contra las drogas se han destruido ecosistemas valiosos; se han sacrificado vidas de inocentes campesinos; se han corrompido jueces, políticos y agentes de inteligencia; han sido encarcelados millones de pequeños distribuidores y micotraficantes y comprometidas honras y conciencias, sin que todo este esfuerzo, del tamaño de una gran catedral, se haya traducido en una reducción significativa de los niveles internacionales de consumo de drogas. Como en una película de terror, cuando se cree que el problema ha sido reducido o inclusive solucionado en un país, al poco tiempo reaparece en otro con nuevas modalidades. Si Camus hubiera escrito sobre el mito de Sísifo en un lugar como Colombia, en medio de la batalla contra las drogas que hemos librado, seguramente sería considerado un escritor costumbrista. La tragedia de Sísifo ha sido durante estos años nuestra propia tragedia. Los grandes carteles se han multiplicado y ahora lo que existe es una constelación de pequeñas organizaciones criminales bien armadas, mimetizadas, que laboran cada una para sus propios canales. La pregunta, coincidente con la desesperación de Sísifo, es si vale la pena seguir empujando esta piedra hasta la cima de la montaña una y otra vez, para que luego caiga y renazca en cada uno de sus pedazos. Tal vez la legalización absoluta no sea la mejor salida, como veremos en este libro, pero la salida actual de la prohibición tampoco nos está llevando a una cima segura.


LAS LEYES DEL MERCADO NO SON
LAS MISMAS QUE RIGEN LAS DROGAS



El aporte más original al debate reciente sobre la legalización o la prohibición de las drogas ha sido el de los economistas que han investigado cómo funciona la economía de las drogas, cuáles son las leyes que regulan sus mercados y cómo se comportan los consumidores de las mismas. Han encontrado que las leyes que regulan el funcionamiento de los bienes tradicionales no se aplican a las transacciones de drogas ilegales por factores que denominan “extraeconómicos”, como por ejemplo el papel que juega el riesgo. Las utilidades de las cadenas del narcotráfico están asociadas con el riesgo resultante de la prohibición, que, a su turno, tiene que ver con las acciones que adelantan en contra del negocio las autoridades fiscalizadoras: a mayor riesgo, mayores utilidades. Esta particular condición explica también por qué la demanda de la droga se comporta de manera inelástica respecto a las cantidades de ella que se ofrecen en el mercado: las toneladas que se decomisan a través de la interdicción de la oferta, y que no llegan a representar más del 10 por ciento de la producción mundial, no se traducen, al menos de manera inmediata, en incrementos de los precios —como sí sucede con los bienes y servicios ofrecidos legalmente— porque los narcotraficantes sacan al mercado después de estas capturas, inventarios excedentes que neutralizan el impacto alcista de los precios resultante del recorte de la oferta. Los consumidores, por su parte, no responden inmediatamente a la nueva escasez y tienden en una primera instancia a mantener sus niveles de consumo ilegal y a destinar una proporción mayor de sus ingresos corrientes a este tipo de consumos que consideran privilegiados.


Pensadores como el Premio Nobel Milton Friedman consideran que resultaría mucho más conveniente que los Estados pudieran captar a través de la tributación las mayores utilidades que, como consecuencia de los ciclos de riesgo del negocio, captan los narcotraficantes. De este modo se iniciaría, a través de la regulación pública, el desmonte de los grandes monopolios criminales. El presidente de Colombia, Juan Manuel Santos, se ha expresado recientemente de acuerdo con esta dirección.


Los estudios aquí mencionados demuestran que la decisión de perseguir un bien que se considera socialmente indeseable por la vía coactiva es mucho menos rentable que los resultados que se pueden esperar cuando se hace a través de mecanismos preventivos, tributarios y sanitarios. Los estudios de costos de la economía de las drogas demuestran que las inversiones públicas para reducir su consumo son mucho más productivas cuando se concentran en programas de prevención que de represión de su uso. Reducir el consumo del 1% de la cocaína en el mundo tiene un costo de 34 dólares por usuario cuando la inversión se concentra en la prevención del consumo; de 246 dólares cuando se dirige a la lucha contra el tráfico y de 783 cuando se orienta hacia la erradicación de los cultivos ilícitos.


El funcionamiento de los cultivos ilícitos es otro buen ejemplo de cómo opera el mercado atípico de las drogas ilegales. Los campesinos que cultivan coca, marihuana o amapola han demostrado no estar dispuestos a abandonar sus actividades ilegales mientras no existan fuentes sustitutivas de cultivos más rentables que las actuales. Se trata de una decisión que corresponde a la lógica microeconómica de manera irrefutable. Solo razones políticas pueden explicar que, habiéndose demostrado hasta la saciedad que la rentabilidad social de las políticas públicas centradas en la prevención del consumo es varias veces superior a la de las que se dirigen a reducir los cultivos ilegales, la política prohibicionista insista en concentrar todos los esfuerzos en la reducción de la fuente de la ilegalidad que se encuentra en distantes regiones de países productores de drogas y que de esta manera tan asimétrica se resuelva el dilema entre perseguir consumidores-electores o combatir campesinos anónimos que habitan en zonas subdesarrolladas.


Desde hace unos años el debate sobre la problemática económica de las drogas ilegales se dirige hacia el daño que la misma política de interdicción está causando. Se comienza a demostrar que el remedio de la prohibición resulta más costoso que la enfermedad de la drogadicción que pretende atacar, y que los beneficios obtenidos en la reducción de la demanda como consecuencia de la acción fiscalizadora internacional resultan inferiores a los costos que ocasionan en aspectos sensibles como el debilitamiento institucional, la calidad de la democracia, la sostenibilidad ambiental, los equilibrios macroeconómicos, la congestión carcelaria y la corrupción de las Fuerzas Armadas. Los países europeos han concentrado en esta “teoría del daño” su propuesta de revisión de la política prohibicionista que cada día se sostiene más por la cerrada actitud de algunos países que la ven más como un instrumento de intervención internacional que como una política redentora de la epidemia global del narcotráfico.


Siguiendo esta tendencia, la Universidad Nacional de Colombia ha planteado la posibilidad de establecer a nivel mundial una “tasa retributiva” que, siguiendo la lógica de la tasa ambiental según la cual “quien contamina paga”, obligue a que “quien consuma drogas pague”. Según la tesis, los países cuyos ciudadanos utilicen drogas ilegales de origen vegetal deberían pagar, en proporción a sus niveles de consumo, un impuesto internacional para ayudar a reparar los daños ocasionados por la política de interdicción. El estudio de la Universidad Nacional ha sido muy útil para establecer cuáles son los costos que está pagando Colombia desde hace varios años por cuenta de la política represiva de las drogas, cada vez más onerosa e ineficiente.


CULTURAS, CONTRACULTURAS Y SUBCULTURAS DE LAS DROGAS



El hombre siempre ha buscado formas de escapar de sí mismo y aunque las drogas son una de estas formas de huida, lo que ha cambiado a través de la historia es la respuesta de los legisladores a tal tipo de conductas y la propia reacción de los infractores, que se han convertido en expresiones contraculturales retroalimentadas por lo que se prohíbe. Sucedió en el caso del consumo de la marihuana durante la guerra de Vietnam y con posterioridad a ella, cuando toda una generación de excombatientes encontró en la yerba la mejor manera de sobrevivir a los horrores de la confrontación inhumana que vivieron en las lejanas junglas asiáticas. El consumo de marihuana se extendió como respuesta de paz frente al belicismo, contra el impacto deshumanizante de las nuevas tecnologías y, más tarde, como forma de protesta en un mundo amenazado por la depredación ambiental. La cultura de la coca alimentó los comportamientos liberadores de las clases profesionales en los países industrializados, hasta el punto de que, al terminar el siglo pasado, se hablaba de los altos niveles de consumo de drogas en Estados Unidos como respuesta a la “pobreza espiritual que producía desear siempre las cosas equivocadas”.


Los países productores de drogas, mientras tanto, vivían realidades culturales opuestas, como la lucha por la preservación del carácter ritual de la coca en las zonas andinas, amenazada por la prohibición internacional de su consumo desde 1953. Precisamente, el presidente de Bolivia, Evo Morales, anunció la decisión de su país de retirarse de la Convención de Viena, que es el tratado marco de la prohibición, cuando su solicitud para que se respetara la tradición milenaria de su país en relación con el uso de la hoja de coca fue denegada. Las contraculturas de las drogas resultantes del enfrentamiento con la prohibición internacional han sido determinantes en el aumento del número de sus consumidores permanentes, cercano hoy a 300 millones de personas, el 5% ciento de la población mundial. Las luchas contra la represión internacional de las drogas en distintos entornos sociales y culturales han conseguido el efecto contraproducente de convertir su uso en un hábito que forma parte de la circunstancia cotidiana de muchas sociedades.


El entorno que caracteriza el tráfico de drogas ha generado también subculturas violentas asociadas con la represión internacional, que se identifican con los símbolos propios del enriquecimiento fácil típico de los procesos de acumulación del narcotráfico y la corrupción que la rodea. Como ejemplos de estas subculturas se menciona el caso de las bandas musicales de narcocorridos en el norte de México y las pandillas de sicarios de Medellín. Las maras salvadoreñas podrían llegar a serlo si se mantiene la presencia del narcotráfico en los países centroamericanos. Personajes, entre siniestros y pintorescos, representativos de estos mundos alternativos, han creado nuevas manifestaciones culturales alimentadas por visiones fatalistas de la vida, reverencia absoluta por las madres, fetichismos católicos y nuevas apologías de machismos tradicionales. La vida lujosa y el peligro permanente se combinan en estas culturas para producir una actitud que desprecia el futuro —No nacimos pa semilla es el título de una novela basada en la vida de los jóvenes asesinos al servicio de los capos en Medellín— que viven el presente como si fuera el último día de una existencia predestinada a la muerte.


Las drogas como expresión cultural también constituyen punto de referencia fundamental para entender la construcción de nuevos mitos y códigos por parte de millones de jóvenes prisioneros en medio del choque producido entre la integración simbólica que resulta de la creciente interconexión entre las redes sociales y la desintegración económica derivada de un modelo de globalización asimétrico que limita y deteriora las oportunidades de vida de las nuevas generaciones.


La relación drogas-cultura nos devuelve al tema central de este libro sobre los fundamentos de la prohibición de las drogas ilegales, que explica y legitima a su vez la guerra contra las mismas. La cuestión de fondo es quién y con qué derecho define el ethos colectivo de una sociedad, esa raya que divide lo bueno de lo malo y marca la diferencia entre el premio y el castigo. El patrón ético que prohíbe unas drogas y permite otras está generando por su afirmación o negación distintas formas de construcción de identidad que en muchos casos se han convertido en necesarias maneras de catarsis colectiva.


¿SE PUEDE CONSIDERAR CRIMINAL EL CONSUMO DE UNA DROGA?


La prohibición nos plantea otra reflexión de fondo: ¿Hasta qué punto se puede criminalizar la decisión de un individuo de consumir algo que lo perjudica? En algunas épocas el consumo de algunas sustancias prohibidas, como el alcohol, fue separado de la prohibición de su producción y su distribución. Desde sus orígenes, la política de prohibición internacional de drogas ilegales fue más tolerante con el consumo que con su manufactura y su expendio. Al permitir a los países signatarios de los convenios ciertos márgenes de autonomía en la regulación del consumo, algunos de ellos, como Holanda y Portugal, desarrollaron políticas alternativas más tolerantes que con el tiempo han dado buenos resultados. La satanización del consumo mundial por razones morales o religiosas y su posterior criminalización, que incluyó el uso cultural de las mismas, terminó liquidando las posibilidades de un tratamiento selectivo del problema. Traficantes y consumidores acabaron en las mismas cárceles, recibiendo el mismo tratamiento punitivo. En Colombia se llegó al extremo aberrante, durante el gobierno del presidente Álvaro Uribe, de convertir en norma constitucional la represión indiscriminada de todos los consumidores, medida totalmente opuesta a la tendencia mundial que recomienda separar el tratamiento del consumo, del que se da a productores y traficantes.


Cuando se habla de millones de usuarios permanentes de las drogas, el tema del castigo carcelario no es asunto de poca monta. La criminalización del consumo ha llevado a una mayor delincuencia juvenil y ha convertido las cárceles en escuelas del crimen que, a su vez, transforman a los infractores menores en potenciales traficantes y delincuentes mayores. La separación del consumo de otras conductas asociadas con las drogas es indispensable en el camino de una regulación alternativa del problema de los narcóticos. Respuestas de tipo preventivo y de salud pública para manejar el problema del consumo resultan mucho más convenientes que tratamientos coercitivos. Las evidencias estadísticas muestran que los países que han ofrecido a los consumidores de drogas programas de socialización persuasivos, como Holanda, Portugal, Alemania y algunos estados federales de Estados Unidos, han conseguido mejores resultados que aquellos que persisten en su tratamiento como delito.


La criminalización del consumo de estupefacientes ha llevado, además, a confundir el consumo con la adicción y el tratamiento selectivo que se debe ofrecer a consumidores y adictos. La educación para el consumo y el manejo terapéutico de la drogadicción son dos fases de una misma política que no se pueden revolver como cuando se aplica a rajatabla la política prohibicionista, incapaz de distinguir entre usuarios sociales y enfermos. Los estudios económicos señalan que la inversión de un dólar en la prevención del consumo produce los mismos resultados que la inversión de siete dólares en programas que lo criminalizan.


En los últimos años, y siguiendo esta línea de reparar el daño causado por la persecución internacional de las drogas, se empieza a abrir camino la necesidad de compensar internacionalmente los costos que produce la política represiva, que ya comienzan a estar por encima de los beneficios de la prohibición en materia de reducción del consumo. Dicho de manera más sencilla: el remedio de la persecución internacional de las drogas comienza a resultar más costoso que la enfermedad del consumo de estupefacientes que pretende conjurar. Consecuentes con esta realidad, desde el 2009 los países europeos que antes marchaban al unísono con el denominado bloque prohibicionista en el seno de la Organización de Naciones Unidas de lucha contra las drogas, han planteado la necesidad de revisar la política para introducir este importante matiz de la reparación del daño que está causando. Problemas como el deterioro ambiental ocasionado por la destrucción de cultivos ilícitos, las enfermedades transmitidas por el consumo inseguro de ciertas drogas —como la heroína en el caso del sida adquirido por el uso de jeringas hipodérmicas contaminadas—, el incremento en los niveles de inseguridad urbana derivados de operaciones antinarcóticos, el fortalecimiento de mercados ilícitos con dineros provenientes de las drogas como el contrabando de armas, problemas de congestión carcelaria asociados a delitos relacionados con drogas, conflictos asociados con la pérdida de identidad en comunidades raizales vinculadas ancestralmente al consumo de algunas drogas como la coca y el opio, violaciones sistemáticas de derechos humanos en desarrollo de operaciones antinarcóticos, se pueden considerar, dentro de una larga lista, daños colaterales que deja la campaña de represión internacional de las drogas.


La teoría del daño abre las puertas para una revisión del concepto, que en algunos aspectos mantiene su validez, sobre la corresponsabilidad de los países productores y los consumidores de drogas en su combate internacional. Durante mucho tiempo, el mayor peso de la lucha ha estado en cabeza de los países productores, que han debido, en muchos casos sin ningún tipo de ayuda internacional, asumir los costos sociales, económicos y políticos de la guerra contra las organizaciones criminales, mientras los países consumidores evadían sus propias responsabilidades respecto a la reducción de la demanda. La campaña, válida hasta hace muy pocos años, de centrar el debate internacional en la discusión sobre la responsabilidad que les cabía en el problema a los países consumidores y productores, distrajo la atención sobre el problema de fondo, que era el debate sobre la efectividad de la política misma. En la Asamblea de Naciones Unidas celebrada en 1997 para discutir específicamente este problema, la corresponsabilidad comenzó a tener mayor aceptación ante la comunidad internacional. La valoración y la compensación del daño producido por la interdicción llevan esta discusión al concepto de la “responsabilidad compartida”, según la cual todos los países deben empezar a responder por el deterioro que está causando la campaña represiva de las drogas en el mundo.


EL CASO ESPECIAL DE LA MARIHUANA



Si la política prohibicionista lograra separar el tratamiento punitivo que hoy se da a la marihuana del que se da a las demás drogas ilegales, el problema de la prohibición se reduciría en 60 por ciento y se liberarían importantes recursos económicos e institucionales gracias a los cuales las autoridades podrían concentrar los esfuerzos de represión en las denominadas drogas más duras (como el crack) y dirigir importantes recursos al desarrollo de una política alternativa centrada, como aquí se propone, en prevención, educación y atención médica del consumo.


El presidente de Uruguay, José Mujica, propuso al finalizar el año pasado un debate público en su país para darle un “tratamiento especial” a la marihuana frente a las otras drogas ilegales, que coincide con otras propuestas formuladas a nivel internacional por importantes personalidades académicas y políticas. La posibilidad de que la marihuana sea considerada de manera más benévola resulta de su naturaleza química. Los estudios realizados sobre las propiedades químicas del cannabis, su principal componente, muestran que se trata de una sustancia mucho menos agresiva en su impacto sobre la salud que el alcohol y el tabaco. La propuesta del mandatario uruguayo aparece validada en el hecho tozudo de que más de 200 millones de personas en el mundo consumen la yerba, lo cual permite afirmar que su consumo está tan extendido socialmente, que se puede considerar un hábito instalado y de difícil erradicación a través de campañas represivas, que derogadas en la práctica las normas y decisiones públicas convalidan su uso diario.


El 50 por ciento de las personas consultadas en los países consumidores piensan que la marihuana debió haber sido legalizada hace mucho tiempo o que, en cualquier caso, debería recibir un tratamiento distinto al de otras drogas ilegales. En Estados Unidos se produce desde hace varios años una legalización de facto de la marihuana. En más de 36 estados de la Unión se permite su uso con fines medicinales muy amplios. Son contundentes las evidencias médicas sobre su utilidad terapéutica para reducir los dolores producidos por la quimioterapia curativa del cáncer, aliviar el glaucoma y tratar varios tipos de perturbaciones orgánicas. El propio gobierno del presidente Barack Obama ha estado propugnando por una nueva legislación que reglamente la posibilidad que hoy tiene el cuerpo médico de recetar el uso de marihuana para distintos propósitos curativos. Es bien sabido que California ha avanzado en su reconocimiento legal hasta niveles que hace unos años parecían impensables. La reciente Proposición 19, sometida a votación popular, que pretendía legalizar la producción, la distribución y el consumo de la sustancia, estuvo a punto de ser aprobada cuando una proporción ligeramente inferior a la mitad de los ciudadanos votó a su favor. Los promotores de la consulta basaron su defensa en que la legalización reduciría los niveles de criminalidad organizada, la inseguridad urbana y contribuiría a mejorar la convulsionada frontera mexicana.


En las últimas elecciones presidenciales, cuando resultó elegido el presidente Barack Obama, los electores de los estados de Colorado, Washington y Oregon votaron favorablemente consultas populares sobre la legalización de la marihuana en sus respectivos territorios. Colorado la aprobó con el 54% a favor, Washington con el 55% y Oregon la rechazó con un margen de solo el 56%. Y aunque estas decisiones de alcance territorial no alteran la política federal, centrada en el prohibicionismo, sí refuerzan la idea, un tanto esquizofrénica de que las políticas de la Casa Blanca van por un camino distinto al que siguen las políticas en los estados federales. Otra paradoja para el baúl de las contradicciones que caracterizan el prohibicionismo y su declive.


La marihuana, esa “dama de los cabellos rubios” de que hablara el poeta Porfirio Barba Jacob, fue incluida hace varios años en la lista internacional de sustancias prohibidas con la clara intención política de ampliar el espectro de acción de la fiscalización y validar un mayor radio de acción de las operaciones de intervención apoyadas en la lucha antinarcóticos. Varios centros de investigación científica, cientos de intelectuales y académicos y un selecto grupo de 500 economistas del mundo se han pronunciado de manera reiterada a favor de esta estrategia no punitiva para el manejo del consumo de la marihuana.


PROHIBICIÓN O LEGALIZACIÓN



La legalización de las drogas ha sido planteada como una alternativa frente a su prohibición absoluta. Ubicada en el otro extremo de la represión, la legalización defiende el derecho inalienable del individuo para consumir lo que le dé la gana, en el lugar que quiera y cuando lo necesite. El asunto no resulta tan sencillo en la práctica como para pensar que la prohibición centenaria de las drogas se pueda reemplazar de la noche a la mañana por su permisión absoluta. Una posición más realista plantea la posibilidad —que desarrolla este libro— de una política alternativa que, aplicada de manera gradual, selectiva y concertada, permita el tránsito hacia un manejo más efectivo y menos costoso del problema. La insistencia de los legalizadores en solicitar una liberación absoluta e inmediata en el manejo de las drogas ilegales lo único que consigue es radicalizar a los prohibicionistas en la defensa de sus desacreditadas estrategias.


El carácter gradual del desmonte propuesto supone un plazo dentro del cual se puedan sustituir los controles punitivos por políticas reguladoras. Su condición selectiva implica el “desescalamiento” de las políticas represivas teniendo en cuenta las cualidades intrínsecas de cada droga, su impacto sobre la salud y las características del entorno social en que se consumen. El tránsito hacia la nueva política debe ser examinado y decidido multilateralmente, como lo ha sido la centenaria política de fiscalización. El intento solitario de un país por cambiar unilateralmente la política vigente en materia de drogas, en contravía de la comunidad internacional, lo condenaría de forma automática al ostracismo mundial. La legalización unilateral de las drogas es la mejor forma de suicidio para el gobierno de un país.


La descriminalización de las drogas que proponemos en este libro se aleja de la actual política represiva que pretende meter a todos los infractores de la normatividad internacional a la cárcel y no cae en el extremo legalizador de permitir que todos consuman lo que quieran. Pretende que los que deseen hacerlo —cuando no se trate de ciudadanos que deban ser protegidos, como los niños y los adolescentes—, lo hagan con la seguridad adecuada, en cantidades razonables, en sitios adecuados y en momentos pertinentes. Asimismo, garantiza su uso médico y su consideración como problema de salud pública cuando el consumo degenere en adicción. La descriminalización busca controlar la pandemia de las drogas ilegales “a las buenas”. Sobre todo ahora, cuando está más que demostrado que las estrategias represivas impuestas a la fuerza no han funcionado. La política alternativa también corrige la injusticia actual que resulta de hacer recaer el mayor peso de la represión internacional en los eslabones más débiles de la cadena del narcotráfico, que son los campesinos de cultivos ilícitos, las pequeñas “mulas o correos” que la transportan en pequeñas cantidades, y los consumidores que las demandan.


La consideración de la lucha antidroga como una especie de cruzada moral dificulta el análisis de otras alternativas como la que aquí se propone. Lamentablemente, la satanización de la opinión en relación con tan sensible tema ha llevado a que cuando una de las operaciones internacionales de interdicción fracasa, la gente no piensa que se debe a que la prohibición ya no funciona, sino que falta actuar con más dureza. Los intentos realizados durante los últimos años por encontrar un camino alternativo al prohibicionismo han chocado con una fuerte muralla de prejuicios morales, intereses políticos y apetitos económicos que impiden avanzar en la búsqueda de una salida distinta.


LA DESCRIMINALIZACIÓN COMO ALTERNATIVA



La descriminalización, sin dejar de considerar la producción, la distribución y el consumo de las drogas hoy prohibidas como conductas socialmente censurables, propone que el castigo aplicable a estas transgresiones no sea el de penas privativas de la libertad, sino otras formas de control legal que las regulen; por ejemplo, establecer protocolos de manejo sustentable de los cultivos, regular a través de impuestos las utilidades del narcotráfico para acabarlo o establecer políticas públicas de educación y salud para el tratamiento de consumidores y adictos, a fin de que esta actividad se realice de la forma más segura y con el menor daño social posible. La descriminalización, como política, no es nueva. De hecho, varios países han puesto en marcha exitosas políticas públicas de despenalización que han abierto espacios de tolerancia legal del consumo, sustitución voluntaria de cultivos ilegales, sometimientos voluntarios de traficantes a la ley, amnistías tributarias en materia de lavado de activos, programas de salud pública para adictos y concesiones judiciales a denunciantes de rutas y mercados. La nueva política surge como una alternativa razonable entre la prohibición y la legalización, que contribuye a reducir la violencia y la corrupción asociadas a la condición criminal del narcotráfico. Los resultados que se podrían conseguir a través de ella serían mucho más importantes que los logrados hasta hoy mediante el uso de la fuerza, la interdicción y el castigo penitenciario, cuando ya está claro que la guerra contra las drogas está tan perdida como incierta es la estrategia que debe sustituirla.


La descriminalización no se puede reducir, por supuesto, a un manejo más tolerante del consumo. Tiene que llegar a la intervención de la producción agrícola o industrial de las drogas hoy consideradas ilícitas y la regulación de los mercados a través de los cuales se distribuyen. También debe considerar el impacto sobre la salud de su uso medicinal o social, preservar su consumo cultural y golpear, a través de estas nuevas políticas, las estructuras criminales en que se apoya el negocio actual de las drogas ilícitas. La nueva política debe distinguir, además, entre los distintos tipos de drogas, para dar a cada una de ellas un tratamiento distinto, acorde con sus propiedades químicas y sus virtudes terapéuticas. La regulación no punitiva debe ser particularmente flexible con el caso de la marihuana a través de la permisión de su cultivo doméstico y su expendio en establecimientos autorizados para fines recreativos o terapéuticos. El tratamiento legal de la marihuana, similar al del alcohol o el tabaco, permitiría liberar recursos importantes para atender el control de otras drogas cuya descriminalización inmediata presenta mayores dificultades. Si se sacara la marihuana del control mundial, el control del mercado de cocaína quedaría reducido a la persecución de 90 camiones de 20 toneladas y el de la heroína a 40 camiones similares.


El capítulo final de este libro propone una etapa de transición durante la cual se pondrían en práctica unas medidas que reemplazarían de manera paulatina los espacios normativos que hoy legitiman las políticas prohibicionistas en materia de drogas, por normas reguladoras que aseguren el tratamiento no punitivo del problema. No es una tarea fácil. Se trata de desmontar una estrategia centenaria, blindada de prejuicios e intereses, que ha alimentado durante más de cien años el mito de la prohibición contra las drogas. La historia nos indica, sin embargo, que las sociedades han sabido ser flexibles en prohibir y permitir distintas sustancias según los intereses colectivos que ellas afectan. Esperamos que en esta oportunidad, cuando el mundo está clamando por una revisión del obsoleto régimen de drogas ilegales, también lo hagan. Este libro tiene el modesto propósito de aportar algunas luces al debate.









 



CAPÍTULO I:


 


LA PESADILLA DE LAS DROGAS EN COLOMBIA



 


 




Ustedes, los colombianos, no han podido escapar a la violencia de país... Conozco en parte las caras de esa desgarradura, la del narcotráfico, la del hambre y las desigualdades sociales, la de los grupos paramilitares... Pero lo que más me produce desolación es la debilidad política de nuestros gobernantes... Sin duda, lo único que puede suprimir esa violencia decretada por el tráfico de drogas es su legalización.


 


Octavio Paz. Premio Nobel de Literatura




TODO COMENZÓ EN LA SIERRA NEVADA
DE SANTA MARTA CON LA MARIHUANA



Las drogas y la lucha contra ellas han transformado de manera radical a Colombia durante los últimos 40 años, hasta convertirse en una verdadera pesadilla. Con la llegada de los dineros del narcotráfico, Colombia pasó de ser un país relativamente tranquilo, gobernado por la democracia más antigua del hemisferio, con una importante tradición civilista y una cultura de sometimiento a las leyes, a transformarse en una nación convulsionada en lo social, polarizada en lo político, inestable en lo económico, armada hasta los dientes y dirigida por unas instituciones que sufren el permanente desafío de la violencia y la corrupción que generan las organizaciones criminales vinculadas al narcotráfico. Por estas razones el debate sobre la legalización o la prohibición de las drogas no es para Colombia un problema de interés académico o una alternativa de política criminal: es, simple y sencillamente, una cuestión de supervivencia, de guerra o convivencia, de progreso económico o exclusión social, de valores o intereses.


¿CUÁNDO, CÓMO Y POR QUÉ SE METIÓ
COLOMBIA EN LA PESADILLA DE LAS DROGAS?


El país comenzó a figurar en el escenario internacional de las drogas cuando algunos de los cultivos mexicanos y jamaiquinos de marihuana, fumigados por las autoridades norteamericanas durante la Operación Cóndor, fueron trasladados a otros puntos cercanos del mapa. Así, el parque natural de la Sierra Nevada de Santa Marta, situada en el litoral caribe colombiano a mil kilómetros de distancia de Bogotá y considerado territorio ancestral de las etnias indígenas kogui y arhuaca, se convirtió en productor de un cultivo que llegaba expulsado de otras latitudes. Cuando la marihuana —“marimba” en la jerga popular— arribó al país a mediados de los años 70, era poco conocida, aunque algunas comunidades la consumían desde tiempos precolombinos.


Al poco tiempo, cerca de 10.000 pequeños campesinos, asesorados por técnicos extranjeros, habían sembrado ya el cannabis sativa en 28.000 hectáreas de las mejores tierras agrícolas de la sierra. Poco después, la variedad “sin semilla”, la Santa Marta Golden, empezó a ser apetecida en el mercado del sur de Estados Unidos, país en el que el consumo de este sicotrópico fue una de las lamentables consecuencias de la guerra en Vietnam. Muchos latinoamericanos recuerdan cómo los primeros ejemplos de consumo no religioso de la yerba se vieron con la llegada a la región de miles de voluntarios estadounidenses de los Cuerpos de Paz.


Las condiciones de aislamiento social de la Sierra Nevada, caracterizada por una economía de subsistencia campesina; su privilegiada ubicación geográfica de frente al Mar Caribe, y la circunstancia de que muchos de sus habitantes se hallaban involucrados desde años atrás en actividades consideradas ilegales dentro de la concepción moral proteccionista del desarrollo defendida en Bogotá, como el contrabando, la convirtieron en una magnífica plataforma para que los narcotraficantes lanzaran desde allí la reconquista de los mercados perdidos en México. Muy pronto se vio que el nuevo cultivo ofrecía rendimientos que excedían 2,5 veces los de otros productos legales en la misma zona, como el café y el tabaco. Surgió entonces, como reacción oficial, una fuerte represión contra los incipientes cultivos ilícitos, pero sin que el Gobierno ofreciera alternativas de sustitución de los mismos o planteara —como lo propuse entonces en mi condición de presidente de la Asociación Nacional de Instituciones Financieras (ANIF), en 1979— la posibilidad de asumir el riesgo extremo de comprar las cosechas ilegales a un precio atractivo para los campesinos mientras se encontraban otros cultivos legales para reemplazarlas.


Este desequilibrio convirtió el problema social de la marihuana en una cuestión de orden público cuando algunos cultivadores y traficantes decidieron enfrentar la respuesta represiva del Gobierno al problema. Al cabo de un tiempo, cuando la mejor parte agrícola de la Sierra había sido destruida o convertida en escenario de guerra, los narcotraficantes tomaron la decisión de trasladarse a otras regiones de características parecidas a ella como el departamento de Chocó y la Serranía de la Macarena, otro de nuestros parques naturales en el área de los Llanos orientales. En estos lugares comenzaron a combinar el cultivo de la marihuana con la importación de pasta de coca de Bolivia y Perú para procesarla industrialmente. En una nueva etapa Colombia empezó a sembrar en sus predios la coca que compraba en otros países y se produjo y la integración vertical del negocio al entrar de lleno en la fase de procesamiento y exportación, de la cual todavía no hemos salido.


Hoy, varias décadas después, la Sierra Nevada aún no se recupera de lo que sucedió entonces. Las prácticas inadecuadas de cultivo produjeron daños ecológicos irreparables en un ecosistema considerado epicentro hídrico de la región norte de la costa caribe. La presión por las tierras para su explotación ilícita obligó a los indígenas a desplazarse hacia zonas más altas e improductivas y abandonar sus sitios sagrados a la orilla del mar. A medida que sus moradores cambiaron la marihuana por la coca, más retributiva y de transporte menos aparatoso, la acción oficial contra ellos aumentó y muchos ciudadanos se armaron para combatir la represión policial. Surgieron entonces las bandas violentas de narcotraficantes, que unas décadas más tarde copiaron, en violencia, en corrupción y en producción, los contrincantes del conflicto entre guerrilleros y paramilitares. Esto afectó gravemente la región, al poner en peligro la vida y los bienes de campesinos e indígenas inocentes que comenzaron a ser perseguidos y desplazados para consolidar posiciones territoriales.


Con la llegada del dinero ilícito a la Sierra se distorsionaron los valores culturales, se impuso en la juventud la mentalidad del enriquecimiento fácil y se corrompieron las autoridades que controlaban el área, y aparecieron numerosos males adicionales como consecuencia de la nueva realidad. Los precios de los alimentos, por ejemplo, se dispararon. En el simposio organizado en 1979 por ANIF sobre la alternativa de legalizar la marihuana para salir del problema, hicimos vaticinios que varios años después, lamentablemente, resultarían ciertos. Dijimos que mientras la represión se siguiera ejerciendo contra los sembrados campesinos de la yerba, se elevarían sus precios en los mercados, aumentarían las utilidades de los verdaderos peces gordos en el negocio y esta mayor riqueza les permitiría armarse mejor para combatir todos los ejércitos del mundo que enviaran contra ellos (ANIF, 1979). Añadimos que mientras se mantuviera intacta la “razón de lucro” del negocio, lo más probable era que, controlado el fenómeno en un sitio, pronto haría metástasis en otras regiones hasta dejar el mapa de Colombia convertido en un telegrama de puntos y rayas sembrado de marihuana y de otras drogas ilícitas (ANIF, 1979). Nuestras predicciones, lamentable es decirlo, se cumplieron; la campaña de represión indiscriminada en la Sierra disparó la producción de marihuana en otras partes del país y, con ella, el aumento de su consumo doméstico y el interés por su cultivo y el de la coca, así como la producción de cocaína, de la cual nos convertiríamos en los mayores productores mundiales. Para ese entonces, como señalaba Alberto Lleras, un ilustre expresidente colombiano, ya íbamos camino de recibir el dudoso honor de estar narcotizando, envenenando y corrompiendo a millones de norteamericanos.



OEBPS/styles/page-template.xpgt
 

   

   
	 
    

     
	 
    

     
	 
	 
    

     
	 
    

     
	 
	 
    

     
         
             
             
             
             
             
        
    

  

   
     
  





OEBPS/images/cover.png
G YaTa T ) X
Prohibicién

o legalizacién

Una nueva propuesta

Ernesto Samper Pizano

DEBATE





OEBPS/images/title.jpg
ERNESTO SAMPER PIZANO

Drogas. Prohibicion o legalizacion

Una nueva propuesta

DEBATE





